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Proyecto de Ley del Gobierno federal
Proyecto de una tercera Ley relativa a la modificación de la Ley sobre medios de comunicación electrónicos 
A. Problema y objetivo
Ya la segunda Ley relativa a la modificación de la Ley sobre medios de comunicación electrónicos (TMG, por su versión en alemán), que entró en vigor el 27 de julio de 2016, debía otorgar a los operadores de redes de área local inalámbricas (Wireless Local Area Network, WLAN) la seguridad jurídica necesaria para ofrecer su WLAN a terceros sin temer que recibieran una sanción o se les hiciera responsables por infracciones legales de terceros. 
El 15 de septiembre de 2016, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) comunicó su sentencia relativa al asunto C-484/14 (Mc Fadden/Sony Music). Se basa en un procedimiento prejudicial del Tribunal Regional de Múnich I y trata, entre otros aspectos, la pregunta de si puede someterse a un requerimiento a los operadores de WLAN, so pena de multa coercitiva, por infracciones de terceros y hasta qué punto llegan a ese respecto las exenciones de responsabilidad de la Directiva 2000/31/CE sobre el comercio electrónico, transpuesta en Alemania en la Ley sobre medios de comunicación electrónicos. El TJUE niega una responsabilidad por daños por infracciones de terceros, aunque dispone al mismo tiempo que un tribunal o una autoridad nacional podrá adoptar un requerimiento contra un operador de WLAN para evitar que se repita una infracción jurídica. Esto también podría lograrse mediante un acceso protegido por una contraseña en el que los usuarios tengan que revelar su identidad. Las partes de la coalición habían acordado en el procedimiento parlamentario no imponer obligaciones de verificación o cifrado a los operadores de hotspot WLAN. Su objetivo de suprimir la responsabilidad indirecta de los prestadores de servicios de la sociedad de la información (Störerhaftung) y eximir, de forma general, a los operadores de WLAN del reembolso de gastos del requerimiento extrajudicial lo expusieron sobre la base de sus enmiendas al artículo 8 de la TMG. Esta sentencia llevó nuevamente a una inseguridad jurídica, puesto que ahora los operadores de WLAN temen tener que codificar sus hotspot WLAN o recibir una advertencia. Esto no solo dificultaría la difusión de WLAN de acceso público, sino que también limitaría muchas ideas empresariales y obstaculizaría el desarrollo de innovaciones. 
El objetivo de la presente Ley consiste en proporcionar seguridad jurídica a los operadores de WLAN, en este sentido y en la medida posible, para que pueda responderse al creciente deseo de acceso público a internet también a través del uso de WLAN. 
B. Solución
Mediante el presente proyecto de Ley se regula claramente en la Ley sobre medios de comunicación electrónicos el alcance de la limitación de responsabilidad de los proveedores de acceso a internet. Además, estos quedan exentos de la mayor parte de la obligación de cubrir costes, en particular en caso de requerimientos extrajudiciales. Por último, se aclara que una autoridad no podrá obligar a los operadores de WLAN a registrar a los usuarios, a suspender la oferta del servicio o a exigir la introducción de una contraseña, aunque todas estas medidas seguirán siendo opcionales de forma voluntaria. Asimismo, deberá aclararse en qué condiciones serán posibles los bloqueos de uso en casos concretos para evitar que se repita una infracción determinada. 
C. Alternativas
Ninguna.
D. Gastos presupuestarios sin costes de cumplimiento
No se prevén gastos presupuestarios sin costes de cumplimiento. 
E. Costes de cumplimiento
E.1 Costes de cumplimiento para la ciudadanía
No resultan nuevas obligaciones de actuación o de información para la ciudadanía. Por consiguiente, no se prevén costes de cumplimiento para la ciudadanía. Gracias a la seguridad jurídica establecida, los servicios de WLAN de acceso público se ofrecerán con más frecuencia. Por consiguiente, gracias al aumento de la oferta de WLAN de acceso público, se reducirán los costes para los usuarios de internet relativos al uso de internet móvil. 
E.2 Costes de cumplimiento para las empresas
No se prevén costes de cumplimiento para las empresas. Los operadores de WLAN quedan directamente exentos por la Ley de los costes pre- y extrajudiciales relativos a órdenes judiciales. Además, podría reducirse el número de requerimientos extrajudiciales de operadores de WLAN. Por tanto, para los operadores de WLAN podrían reducirse también los costes relativos al asesoramiento en caso de requerimientos extrajudiciales. 
Costes burocráticos derivados de las obligaciones de información
No se generan obligaciones de información. Por consiguiente, no surgen costes burocráticos correspondientes.
E.3 Costes de cumplimiento para la Administración
No surgen costes de cumplimiento para la Administración, en particular no se prevén consecuencias financieras para el Estado federal o los Estados federados. 
F. Otros costes
No se esperan otros costes para las empresas ni en los sistemas de seguridad social, ni repercusiones en los precios individuales ni en el nivel de precios, especialmente en el nivel de precios de consumo. 
Proyecto de Ley del Gobierno federal
Proyecto de una tercera Ley relativa a la modificación de la Ley sobre medios de comunicación electrónicos*
De ...
El Bundestag alemán ha adoptado la siguiente Ley:
Artículo 1
Modificación de la Ley sobre medios de comunicación electrónicos
La Ley sobre medios de comunicación electrónicos, de 26 de febrero de 2007 (Boletín Oficial Federal, parte I, pp. 179, 251), modificada por última vez por el artículo 1 de la Ley de 21 de julio de 2016 (Boletín Oficial Federal, parte I, p. 1766), se modifica como sigue:
1) el artículo 7 se modifica como sigue:
a) el apartado 2 termina después de la frase primera;
b) se añaden los siguientes apartados 3 y 4:
«3. Las obligaciones de eliminar información o bloquear el uso de información de conformidad con la legislación general sobre la base de órdenes judiciales o resoluciones administrativas, permanecen inalteradas también en caso de no responsabilidad de los proveedores de servicios según lo dispuesto en los artículos 8 a 10. Deberá respetarse la confidencialidad de las telecomunicaciones de acuerdo con el artículo 88 de la Ley de telecomunicaciones.».
«4. En caso de que un usuario utilice un servicio de medios de comunicación electrónicos para infringir el derecho de propiedad intelectual de terceros y no exista otra posibilidad de remediar la infracción de su derecho, el titular del derecho podrá exigir al proveedor de servicios en cuestión de conformidad con el artículo 8, apartado 3, que pone a disposición de los usuarios un acceso a internet a través de una red inalámbrica local, el bloqueo del uso de información, con el fin de evitar que se repitan infracciones jurídicas. El bloqueo deberá ser razonable y proporcionado. El derecho a reclamar al proveedor de servicios el reembolso de los costes pre- y extrajudiciales para la presentación y ejecución de reclamaciones de acuerdo con la frase primera solamente se contempla en los casos del artículo 8, apartado 1, frase tercera.»;
2) el artículo 8 se modifica como sigue:
a) el apartado 1 se modifica como sigue:
aa) Después de la frase primera, se añade siguiente frase segunda:
ab) «Siempre que estos proveedor de servicios no sean responsables, y en particular por la acción ilícita de un usuario, estos no podrán ser objeto de reclamación por daños o de supresión o cese en una infracción; lo mismo se aplicará a todos los costes para la presentación y ejecución de reclamaciones.»;
ac) en la nueva frase tercera, se sustituyen las palabras «la frase primera [no] es [aplicable]» por las palabras «las frases primera y segunda [no] son [aplicables]»;
b) se añade el siguiente apartado 4:
«Una autoridad no podrá obligar a los proveedores de servicios según lo dispuesto en el artículo 8, apartado 3, a:
1) antes de la concesión del acceso:
a) recopilar o almacenar (registro) los datos personales de los usuarios; o 
b) exigir la introducción de una contraseña; o 
2) interrumpir la oferta del servicio de forma permanente. 
Las medidas voluntarias no se ven afectadas por esto.». 
Artículo 2
Evaluación
Dos años después de la entrada en vigor, el Gobierno federal evaluará si se ha logrado el objetivo de esta Ley y, en concreto, comprobará si el nuevo derecho al bloqueo del uso de información del artículo 7, apartado 4, de la TMG presenta un instrumento eficaz para proteger los intereses de los titulares del derecho. El Gobierno federal informará sobre el resultado de la evaluación al Bundestag.
Artículo 3
Entrada en vigor
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación. 
Exposición de motivos
A. Parte general
I. Finalidad y necesidad de la reglamentación
En el acuerdo de coalición para la 18.a legislatura «Deutschlands Zukunft gestalten» (Construir el futuro de Alemania), las partes de la coalición entre CDU, CSU y SPD acordaron que debe explotarse el potencial de las redes inalámbricas locales (WLAN) como acceso a internet en espacios públicos. Para ello, deberán crearse las bases jurídicas para el uso de redes abiertas y sus proveedores, de forma que el internet móvil a través de WLAN esté disponible para todos. En este sentido, se adoptó la segunda Ley relativa a la modificación de la Ley sobre medios de comunicación electrónicos, que entró en vigor el 27.7.2016. 
El 15 de septiembre de 2016, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) abordó en un procedimiento prejudicial del Tribunal Regional de Múnich I, entre otros aspectos, la pregunta de si puede someterse a un requerimiento a los operadores de WLAN, so pena de multa coercitiva, por infracciones de terceros y hasta qué punto llegan a ese respecto las exenciones de responsabilidad de la Directiva 2000/31/CE sobre el comercio electrónico. Esta se transpuso en Alemania en la Ley sobre medios de comunicación electrónicos. El TJUE niega una responsabilidad por daños por infracciones de terceros, aunque dispone al mismo tiempo que un tribunal o una autoridad nacional podrá adoptar un requerimiento contra un operador de WLAN para evitar que se repita una infracción jurídica. Esto también podría lograrse mediante un acceso protegido por una contraseña en el que los usuarios tengan que revelar su identidad. Las partes de la coalición habían acordado en el procedimiento parlamentario no imponer obligaciones de verificación o cifrado a los operadores de hotspot WLAN. Su objetivo de limitar la responsabilidad indirecta de los prestadores de servicios de la sociedad de la información (Störerhaftung) y eximir, de forma general, a los operadores de WLAN del reembolso de gastos del requerimiento extrajudicial lo expusieron sobre la base de sus enmiendas al artículo 8 de la TMG. Por otra parte, esta sentencia ha creado una nueva inseguridad jurídica, puesto que ahora los proveedores temen tener que codificar sus hotspot WLAN o recibir un requerimiento extrajudicial. Esta inseguridad jurídica deberá eliminarse mediante la nueva adaptación de la Ley sobre medios de comunicación electrónicos. Deberá evitar que por la sentencia del TJUE también se impida a otros proveedores comerciales, como instituciones públicas y particulares, ofrecer WLAN al público. 
Los usuarios no son los únicos que tienen gran interés en acceder a internet en todos los lugares posibles y sobre todo con facilidad. La oferta también es amplia: los municipios quieren dotar sus colegios, bibliotecas o servicios de atención al ciudadano de WLAN de acceso público. El comercio al por menor quiere posibilitar a sus clientes la posibilidad de pago con el móvil en la caja, y las estaciones ferroviarias, los aeropuertos, las empresas de transportes, los hoteles y los hospitales quieren ofrecer a sus clientes WLAN gratuitas. Las WLAN constituyen un elemento fundamental de la infraestructura digital y son la base de numerosos modelos de negocio e innovaciones. El Gobierno federal tiene previsto brindar al mayor número de ciudadanos posible la oportunidad de participar en la sociedad digital, así como garantizar que los hotspot WLAN también puedan ofrecerse sin obligación de contraseña. De lo contrario, podría impedirse el uso de hotspot WLAN públicos precisamente a los ciudadanos que hasta ahora han estado poco abiertos a las oportunidades y los retos digitales. 
Además, han disminuido los riesgos de que las WLAN gratuitas lleven al aumento de las infracciones de derechos de autor. Por una parte, recientemente se han establecido una serie de modelos de negocio legales en el mercado del streaming. Por otra parte, las infracciones de derechos de autor también pueden abordarse eficazmente de otra manera. 
II. Contenido esencial del proyecto
Con el objetivo de crear seguridad jurídica para los operadores de WLAN, en la Ley sobre medios de comunicación electrónicos se regula claramente el alcance de la limitación de responsabilidad de los proveedores de acceso a internet. Además, estos quedan exentos de la mayor parte de la obligación de cubrir costes, en particular en caso de sanciones. Por último, se aclara que no podrá obligarse a los operadores de WLAN a registrar a los usuarios de antemano, a exigir la introducción de una contraseña o a suspender la oferta del servicio, aunque todas estas medidas seguirán siendo opcionales de forma voluntaria. También deberá aclararse que las obligaciones de eliminación o bloqueo del uso de información de acuerdo con la legislación general solo seguirá siendo posible sobre la base de órdenes judiciales o resoluciones administrativas, aunque los proveedores de servicios no sean responsables de conformidad con los artículos 8 y 10. Para los proveedores de servicios según lo dispuesto en el artículo 8, apartado 3, además se regula en qué condiciones podrán emitirse órdenes judiciales contra ellos para bloquear el uso de información, con el fin de evitar que se repitan infracciones jurídicas.
III. Alternativas
Ninguna.
IV. Competencia legislativa
La competencia legislativa federal para el cambio legislativo, en lo que respecta a los proveedores de servicios comerciales, así como para la TMG, por lo demás, resulta del artículo 74, apartado 1, punto 11, de la Ley Fundamental (Derecho económico) (véanse por lo demás las declaraciones al respecto en el Impreso del Parlamento federal n.º 16/3078, p. 19). Los requisitos de la TMG se dirigen sobre todo a servicios ofrecidos en relación con una actividad económica. Las disposiciones nuevas y con efecto transfronterizo propuestas de esta Ley en el ámbito de la responsabilidad del proveedor son muy significativas para el emplazamiento económico de Alemania. Así pues, su promulgación es de interés nacional.
En lo que respecta a los proveedores de servicios privados, la competencia legislativa se deriva del artículo 73, punto 9, (protección del Derecho comercial, derechos de autor) y del artículo 74, punto 1, (Derecho civil y penal).
V. Compatibilidad con la legislación de la Unión Europea y los acuerdos regidos por el Derecho internacional
Deberán tenerse en cuenta las disposiciones de la Directiva 2000/31/CE sobre el comercio electrónico. Las disposiciones simplemente precisan las reglamentaciones vigentes de la TMG y están en línea con la Directiva sobre el comercio electrónico, puesto que no restringen las exenciones de responsabilidad existentes de los proveedores de servicios. También se tuvieron en cuenta la Directiva 2004/48/CE relativa al respeto de los derechos de propiedad intelectual y la Directiva 2001/29/CE relativa a la armonización de determinados aspectos de los derechos de autor y derechos afines a los derechos de autor en la sociedad de la información.
Se llevó a cabo el procedimiento de notificación en virtud de la Directiva (UE) 2015/1535, de 9 de septiembre de 2015, por la que se establece un procedimiento de información en materia de reglamentaciones técnicas y de reglas relativas a los servicios de la sociedad de la información.
VI. Repercusiones de la legislación
1. Simplificación legal y administrativa
Las modificaciones relativas a la responsabilidad, los costes y la prohibición de obligar a los operadores de WLAN a registrar a los usuarios, a exigir la introducción de una contraseña o a interrumpir la oferta del servicio, precisan las reglamentaciones vigentes hasta ahora y crean seguridad jurídica. El derecho de nueva creación en caso de infracciones del derecho de propiedad intelectual ya no está asociado a la jurisprudencia caracterizada por casos individuales y, por tanto, considerada confusa e imprevisible, relativa a la responsabilidad indirecta (Störerhaftung) y de esta forma también contribuye a la claridad jurídica y a la seguridad jurídica.
2. Gastos presupuestarios sin costes de cumplimiento
La Ley no tiene ningún efecto financiero sobre el presupuesto del Estado federal, de los Estados federados ni de los municipios. 
3. Costes de cumplimiento
La Ley aporta seguridad jurídica en el marco de la situación jurídica actual. No se establecen nuevas obligaciones, sino que únicamente se precisan obligaciones ya existentes. Por ello, no se deriva ningún coste de cumplimiento para los ciudadanos, para las empresas ni para el Gobierno federal, los Estados federados ni los municipios. 
No surgen costes burocráticos derivados de la obligación de información.
4. Otros costes
Las nuevas disposiciones deberán crear seguridad jurídica, en particular para los operadores de WLAN. No se esperan cargas financieras adicionales en el sector ni en los presupuestos públicos, ni repercusiones negativas en el nivel de precios, especialmente en el nivel de precios de consumo.
5. Otras repercusiones de la legislación
Gracias a la seguridad jurídica establecida, los servicios de WLAN de acceso público se ofrecerán con más frecuencia. Esto permite a los usuarios participar en las oportunidades de la sociedad digital y se corresponde con el interés reforzado de muchos ciudadanos de acceder a internet en todas partes y sin complicaciones.
VII. Plazo; evaluación
No se prevé una limitación del plazo, ya que esto sería contrario al objetivo de la Ley de crear seguridad jurídica con el fin de desarrollar una base de planificación fiable para desarrollar nuevos conceptos empresariales, así como fomentar la inversión y la innovación. 
Dos años después de la entrada en vigor, el Gobierno federal evaluará si se ha logrado el objetivo de esta Ley, e informará sobre el resultado de la evaluación al Bundestag. 
B. Parte especial
En relación con el artículo 1 (modificaciones de la Ley sobre medios de comunicación electrónicos)
En relación con el punto 1 (modificación del artículo 7 de la TMG)
En general, con los artículos 7 a 10 de la TMG se transponen a la legislación alemana las normas de responsabilidad de los artículos 12 a 15 de la Directiva sobre el comercio electrónico. En este sentido, la propia Directiva sobre el comercio electrónico deja inalterada la posibilidad de que un tribunal o una autoridad administrativa, de acuerdo con los sistemas jurídicos de los Estados miembros, exija al proveedor de servicios que remedie o evite una infracción (artículo 12, apartado 3, artículo 13, apartado 2, artículo 14, apartado 3, de la Directiva 2000/31/EG sobre el comercio electrónico). Con esto, las órdenes judiciales todavía no son obligatorias. Estas únicamente son posibles de conformidad con la Directiva sobre el comercio electrónico con la condición de que sean previstas por el sistema jurídico nacional, se basen en órdenes judiciales o resoluciones administrativas y sirvan para eliminar una infracción o evitar que se repita. 
Estas condiciones se concretizan en el artículo 7, apartado 3. De acuerdo con esto, las obligaciones de eliminación o bloqueo del uso de información solo estarán permitidas cuando estén claramente reguladas de forma jurídica y se basen en órdenes judiciales o resoluciones administrativas. Esto garantiza que una ponderación de intereses sea realizada en casos individuales por parte de un organismo público. 
De la jurisprudencia del TJUE se deriva que la exención de responsabilidad para proveedores de acceso deberá respetar las exigencias del derecho fundamental y las disposiciones de la Directiva 2001/29/CE relativa a la armonización de determinados aspectos de los derechos de autor y derechos afines a los derechos de autor en la sociedad de la información (Directiva 2001/29/CE) y la Directiva 2004/48/CE relativa al respeto de los derechos de propiedad intelectual (Directiva 2004/48/CE) (TJUE, de 15.9.2016, asunto C-484/14, Mc Fadden/Sony Music, apartado 6). Estas disponen que los Estados miembros deberán garantizar que los titulares del derecho puedan solicitar órdenes judiciales contra gestores cuyos servicios sean utilizados por terceros para la infracción de derechos de autor o derechos afines a los derechos de autor (artículo 8, apartado 3, de la Directiva 2001/29/CE y artículo 11, apartado 3, de la Directiva 2004/48/CE). Aunque dichas Directivas no deberán afectar a las disposiciones de la Directiva 2000/31/CE sobre el comercio electrónico con respecto a cuestiones de la responsabilidad (véase el considerando 16 de la Directiva 2001/29/CE), se deduce de la jurisprudencia europea que el derecho fundamental a la propiedad intelectual no podrá privarse de toda la protección (TJUE, de 15.9.2016, asunto C-484/14, Mc Fadden/Sony Music, apartado 6). Si no, esto sería contrario a la idea de un equilibrio adecuado entre los intereses justificados de los implicados. En este contexto, en el artículo 7, apartado 4, de la TMG resultaban pertinentes una aclaración y una concreción para las órdenes judiciales en casos individuales, con el fin de respetar correctamente los intereses protegidos por el derecho fundamental de los titulares del derecho.
Por consiguiente, con el nuevo artículo 7, apartado 4, de la TMG se crea un procedimiento mediante el que se transpone la obligación del artículo 8, apartado 3, de la Directiva 2001/29/CE, así como el artículo 11, apartado 3, de la Directiva 2004/48/CE, a excepción de la responsabilidad indirecta (Störerhaftung) que ha sido muy criticada. De acuerdo con, los titulares del derecho deberán poder solicitar una orden contra intermediarios cuyos servicios sean utilizados por terceros para la infracción de derechos de autor. 
En concreto, el artículo 7, apartado 4, de la TMG, crea una base de derecho a solicitar órdenes judiciales contra un proveedor de servicios de acuerdo con el artículo 8, apartado 3, de la TMG cuyo acceso fue utilizado por un usuario para infringir el derecho de propiedad intelectual (por ejemplo, derechos de autor) de terceros. Este derecho está orientado a un comportamiento activo y, por ello, se diferencia claramente del derecho orientado al cese según la denominada responsabilidad limitada (Störerhaftung), que se descartó expresamente para los operadores de WLAN mediante el nuevo artículo 8, apartado 1, frase segunda. Por consiguiente, la disposición del artículo 7, apartado 4, se refiere exclusivamente a los proveedores de acceso según lo dispuesto en el artículo 8, apartado 3, de la TMG. En este sentido, no deberán favorecerse los gestores de red con respecto a los operadores de WLAN. En cambio, de conformidad con el artículo 10 de la TMG, esta norma no será aplicable a los proveedores de almacenamiento como proveedores de servicios. El titular del derecho podrá exigir al proveedor de acceso el bloqueo del uso de información. En función de cada caso, podrán considerarse diferentes medidas. Una posibilidad sería el bloqueo de determinados puertos en el encaminador para evitar el acceso a redes par a par. De esta manera podría bloquearse, directamente en el encaminador en cuestión, el acceso a plataformas de intercambio ilegales por las que se han cometido infracciones de derechos de autor. Aparte de los bloqueos de puertos, también podría considerarse el bloqueo del acceso a determinados sitios web desde el punto de acceso en cuestión del proveedor de servicios, cuando proceda, de forma temporal. El bloqueo del uso de información deberá servir para evitar que se repita la infracción. Deberá ser posible desde el punto de vista técnico, económicamente razonable y proporcionado. Por consiguiente, siempre será necesaria una ponderación de intereses para cada caso en la que, por ejemplo, un tribunal tenga en cuenta correctamente los intereses protegidos por el derecho fundamental de todos los implicados, así como la confidencialidad de las telecomunicaciones. En particular, una medida de bloqueo no deberá llevar a un «bloqueo excesivo» y, de esta manera, exceder su objetivo. Por tanto, también serán posibles medidas que, desde el punto de vista de su carácter de intervención, sean inferiores al bloqueo (por ejemplo, la restricción del volumen de datos), cuando proceda en un caso determinado. Además, es una condición que no exista otra posibilidad de enmendar la infracción, como el intento de tomar medidas contra el infractor real o el proveedor de almacenamiento. Ambos están mucho más cerca de la infracción que aquel que en general solo facilita el acceso a internet. En primer lugar, el titular del derecho deberá haber hecho un esfuerzo considerable para tomar medidas contra los implicados que (como el operador del sitio web) hayan cometido la infracción o (como el proveedor de alojamiento) hayan contribuido a la infracción mediante la prestación de servicios. Solo cuando la reclamación a estos implicados fracase o no exista ninguna perspectiva de éxito para ella y, por consiguiente, pudiera surgir un vacío en la protección jurídica, será razonable la reclamación al proveedor de acceso. Al determinar los implicados que deberán ser objeto de reclamación, el titular del derecho llevará a cabo investigaciones de un alcance razonable. La decisión de bloqueo únicamente se considerará como último remedio. Hoy en día, a través de su configuración, los encaminadores nuevos pueden evitar el acceso a determinados sitios web en los que se han cometido infracciones. En el caso de los encaminadores más antiguos, generalmente puede establecerse esta posibilidad mediante una actualización del software. Es decir, que el operador de WLAN (por ejemplo, cafetería) puede excluir fácilmente el acceso a este tipo de sitios web para evitar que se repitan infracciones. De resto, la Oficina federal de verificación de medios peligrosos para menores dispone de archivos que pueden grabarse con este fin en el encaminador. También podrían considerarse soluciones parecidas para otras infracciones.
El artículo 7, apartado 4, frase tercera, garantiza que el riesgo de incurrir en gastos del proveedor de acceso en relación con la infracción del derecho de propiedad intelectual se suprima en gran medida. Esta disposición deberá evitar que, por el miedo a los costes relativos a órdenes judiciales, se impida que los proveedores ofrezcan su acceso a internet al público. Esta norma deberá fomentar la difusión de los accesos de internet para que todos los ciudadanos posibles puedan aprovechar las oportunidades digitales relacionadas con el acceso de internet. Hasta ahora, los costes relativos a órdenes judiciales de cese normalmente se imponían al proveedor de acceso, a pesar de que la infracción real no fuera cometida por este sino por terceros, los usuarios de su servicio. No obstante, esto ha llevado a que, en particular, la difusión de hotspot WLAN en Alemania haya avanzado mucho más lentamente que en el caso de otros países. 
A este respecto, cabe diferenciar los costes de la aplicación de la legislación en la fase prejudicial y los costes de un procedimiento judicial para ejecutar la reclamación, sobre todo en el procedimiento civil.
Para los costes de la fase prejudicial será aplicable lo siguiente: un proveedor de servicios al que pueda exigirse el bloqueo del uso de información para evitar que se repita una infracción, en caso de demora del bloqueo, no estará obligado a reembolsar costes judiciales como daños de demora o retraso causales adecuados. Este resultado se corresponde con la finalidad de la Ley, según la que un proveedor de acceso deberá quedar exento del riesgo de incurrir en gastos relativo a la ejecución de la reclamación.
Para el procedimiento jurídico será aplicable lo siguiente: la exclusión de los costes judiciales, en particular de honorarios de abogados del titular del derecho, también se aplicará al procedimiento jurídico. La exclusión del derecho de reclamación de acuerdo con el artículo 7, apartado 4, frase tercera, se refiere tanto a la reclamación del reembolso de los costes judiciales como a los materiales. No obstante, esta disposición no incluye la responsabilidad del deudor establecido en la sentencia en cuanto a los costes judiciales. A este respecto, en casos concretos, cuando el operador de WLAN no cumpla la reclamación según lo dispuesto en el artículo 7, apartado 4, y por tanto sea demandado por el titular del derecho, podrá determinarse la obligación de asumir los costes judiciales. Pero este riesgo de incurrir en gastos se realizará solo cuando el titular del derecho gane el procedimiento civil como demandante y se corresponda con el principio habitual de «quien pierde paga» del artículo 91 del Código de Procesamiento Civil de Alemania. Por consiguiente, el proveedor de acceso podrá excluir este riesgo de incurrir en gastos mediante el cumplimiento oportuno de la solicitud (justificada) de bloquear el uso de información. 
Sin embargo, el hecho de que el proveedor de servicios no deberá asumir los costes pre- y extrajudiciales no implica que en el futuro los costes tengan que ser asumidos necesariamente por el titular del derecho. A pesar de que la legislación ya prevea casos en los que el titular del derecho, como parte vencedora, tiene que asumir los costes, como en el caso del derecho a información relativo a los derechos de autor (véase el artículo 101, apartado 9, frase quinta, de la Ley de derechos de autor), en principio, los costes pre- y extrajudiciales relacionadas con las decisiones de bloqueo deberán asignarse al infractor real cuando este haya sido identificado. 
La reglamentación relativa a los costes será aplicable a lo operadores de WLAN de conformidad con el artículo 8, apartado 3, de la TMG, es decir tanto a los operadores de WLAN como a otros proveedores de red. En cambio, esta reglamentación relativa a los costes no será aplicable a otros proveedores de servicios, como los proveedores de alojamiento de acuerdo con el artículo 10 de la TMG, puesto que hasta el momento no existen intereses comparables al respecto. Tampoco se abordan los casos del artículo 8, apartado 1, frase tercera, de la TMG en los que el proveedor de servicios colabora de forma intencionada con un usuario de sus servicios para cometer acciones ilícitas. En esta situación, el proveedor de servicios no es merecedor de protección. Eximirlo también de la obligación de cubrir costes no sería adecuado.
En relación con el punto 2 (modificación del artículo 8 de la TMG)
De acuerdo con la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, de 15 de septiembre de 2016, en el asunto C-484/14 (Mc Fadden/Sony Music), el artículo 8, apartado 1, frase segunda, de la TMG, deberá aclarar cuál era el objetivo de las partes de la colación en la fundamentación de sus enmiendas al artículo 8 de la TMG en el procedimiento parlamentario de la segunda Ley relativa a la modificación de la Ley sobre medios de comunicación electrónicos. La responsabilidad indirecta (Störerhaftung) para los proveedores de acceso debería limitarse y, en general, los proveedores de acceso deberían quedar exentos del reembolso de gastos del requerimiento extrajudicial. Asimismo, ahora también se aclara en el texto de la Ley, que los proveedores de servicios que no sean responsables no pueden ser objeto de reclamación por daños o de supresión o cese. Lo mismo se aplicará a una reclamación para la asunción de todos los costes relacionados con infracciones de terceros. Además de los costes judiciales y extrajudiciales, aquí también se incluyen los costes prejudiciales (por ejemplo, honorarios de abogados en relación con requerimientos extrajudiciales). 
Del artículo 8, apartado 1, frase tercera, se deriva que seguirá excluida la limitación de responsabilidad en caso de colusión de proveedores de servicios e infractores. 
La reglamentación del nuevo apartado 4, de acuerdo con la cual una autoridad no podrá obligar a los operadores de WLAN a registrar a los usuarios antes de la concesión del acceso a internet, a exigir la introducción de una contraseña o a suspender la oferta del servicio, deberá evitar que, tras la decisión del TJUE en el asunto Mc Fadden, los operadores de WLAN vuelvan a no querer poner su red a disposición del público por miedo a requerimientos extrajudiciales o resoluciones oficiales. 
El TJUE dictaminó que una protección con contraseña, en la que los usuarios tengan que revelar su identidad, podrá permitirse en casos concretos (TJUE, de 15.9.2016, asunto C-484/14, Mc Fadden/Sony Music, apartado 96). No obstante, al hacer esto, el Tribunal partió de las indicaciones del órgano jurisdiccional remitente que, a su vez, solo había identificado tres posibles medidas que un proveedor de acceso podría tomar en la práctica para cumplir una decisión para la protección frente a infracciones de derechos de autor. Entre estas medidas no se encontraban, por ejemplo, bloqueos de uso de determinados puertos en el encaminador, que imposibilitarían el acceso a determinados sitios web por parte de los usuarios de las WLAN. De esta manera, podría bloquearse el acceso a sitios web por los que se han cometido infracciones de derechos de autor (por ejemplo, plataformas de intercambio ilegales) directamente en el encaminador, para impedir la repetición de la infracción de forma eficaz también con un medio más moderado. En este contexto, no deberá poder obligarse a los operadores de WLAN a cifrar su hotspot WLAN con una contraseña. 
El registro constituye una recopilación y el almacenamiento de datos personales (datos de inventario). Esto lleva a importantes obligaciones jurídicas con respecto al tratamiento y la protección de datos personales. Para los operadores de WLAN, como los municipios, estas obligaciones estarían relacionadas con un coste que al final podría disuadirlos de poner a disposición las WLAN. De esta forma se anularía el objetivo de la presente Ley.
Por último, tampoco se deberá obligar a un operador de WLAN a interrumpir la oferta de su servicio de forma permanente, puesto que la oferta de WLAN constituye fundamentalmente un modelo de negocio legítimo y deseado por la sociedad. En cambio, sí podrán permitirse resoluciones de una autoridad para prevenir peligros para la seguridad o el orden públicos sobre la base de la base jurídica correspondiente, siempre y cuando estas sean de carácter meramente temporal.
Las medidas voluntarias permanecerán inalteradas, por lo que un operador de WLAN será libre de establecer las condiciones con las que pone a disposición de otros sus WLAN, siempre que cumpla las disposiciones en materia de protección de datos.
En relación con el artículo 2 (evaluación)
Dos años después de la entrada en vigor, el Gobierno federal evaluará esta Ley. Ya la segunda Ley relativa a la modificación de la Ley sobre medios de comunicación electrónicos, de 21 de julio de 2016 (Boletín Oficial Federal, parte I, p. 1766), preveía una evaluación para determinar si se había logrado el objetivo de la Ley. Con la presente Ley, además, se introduce un nuevo instrumento en el artículo 7, apartado 4, para preservar los intereses de los titulares del derecho. La evaluación deberá determinar si el nuevo instrumento es lo suficientemente eficaz. El Gobierno federal presentará un informe al Bundestag. 
En relación con el artículo 3 (entrada en vigor)
La disposición regula la entrada en vigor de la Ley para el día después de su publicación.
* 	Notificado de conformidad con la Directiva � HYPERLINK "http://eur-lex.europa.eu/legal-content/AUTO/?uri=CELEX:32015L1535&qid=1491577735505&rid=1" �(UE) 2015/1535 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de septiembre de 2015, por la que se establece un procedimiento de información en materia de reglamentaciones técnicas y de reglas relativas a los servicios de la sociedad de la información� (DO L 241 de 17.9.2015, p. 1).





